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RV: Remisión de Recurso de Reposición contra Auto Libro mandamiento de pago Rad:
11001333502220180009300 Dte: MARÍA NOHEMY CARDONA TORRES

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 14/03/2022 4:22 PM
Para:  Juzgado 22 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C. <admin22bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: Katherine Martinez <apoyoprofesionaljuridico3@subredcentrooriente.gov.co>

Enviado: lunes, 14 de marzo de 2022 3:04 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
katherinmartinezr@yahoo.es <katherinmartinezr@yahoo.es>; notificaciones@misderechos.com.co
<notificaciones@misderechos.com.co>

Asunto: Remisión de Recurso de Reposición contra Auto Libro mandamiento de pago Rad:
11001333502220180009300 Dte: MARÍA NOHEMY CARDONA TORRES
 
Señor: 

JUZGADO 22 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 
  
 
Medio de control:         EJECUTIVO
Expediente:                  11001333502220180009300
Demandante:               MARÍA NOHEMY CARDONA TORRES
Demandado:                        SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE
E.S.E 

 
 Referencia: Remisión de Recurso de Reposición auto de mandamiento de pago, poder, anexos poder.
 
 
 Respetados señores, 
 
 KATHERINE MARTÍNEZ RUEDA, abogada en ejercicio, identificada con la cédula de ciudadanía No.
63.539.232 de Bucaramanga y T.P. 158.398 del C.S. de la J., apoderada de la
parte demandada SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E., en
el proceso de la referencia, me permito adjuntar Recurso de Reposición auto de mandamiento de pago,
poder, anexos del poder. Se adjuntan  archivos. 

Por último, mi correo electrónico es: katherinmartinezr@yahoo.es - 314-4735659. 
  






 

 

 

 

 

Señores 

JUZGADO VEINTIDÓS (22) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA 

SECCIÓN SEGUNDA 

Bogotá D.C. - Cundinamarca 

 

 

 

Medio de control: Ejecutivo 

Expediente: 11001333502220180009300 

Demandante: MARÍA NOHEMY CARDONA TORRES 

Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 

CENTRO ORIENTE E.S.E. 

Referencia: RECURSO DE REPOSICIÓN AL AUTO DE 

MANDAMIENTO DE PAGO- DEMANDA EJECUTIVA 

 

 

 

KATHERINE MARTÍNEZ RUEDA, mayor de edad, identificada con  cedula de 

ciudadanía No. 63.539.23 de Bucaramanga, domiciliada civil y profesionalmente en esa 

misma ciudad, abogada en ejercicio, portadora de la tarjeta profesional No. 158.398 otorgada 

por el Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi condición de apoderada especial de 

la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E. 

entidad creada mediante el Acuerdo 641 del seis (6) de abril de 2016 del Concejo de Bogotá 

D.C. y representada judicialmente y extrajudicialmente por el Dr. CESAR AUGUSTO ROA 

SANTANA, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía No. 19.475.641 de 

Bogotá y T.P. 130.408 del C.S.J., nombrado como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 

mediante Resolución Distrital No. 530 del veintiuno (21) de julio de 2021 expedida por la 

Gerente de la entidad, Dra. CLAUDIA LUCÍA ARDILA TORRES y, según las facultades 

conferidas de conformidad con la Resolución 600 del veintiséis (26) de septiembre de 2017 

modificada a su vez por la Resolución 071 del cuatro (4) de febrero del año 2022, expedida 

por la Gerente, mediante la cual delega la función de representación legal en lo judicial y 

extrajudicial así como la facultad de conferir poder para la representación judicial, al Jefe de 

la Oficina Asesora Jurídica de conformidad con el poder anexo; encontrándome dentro del 

término, por medio del presente escrito procedo a presentar Recurso de Reposición contra el 

auto que libró mandamiento de pago, en demanda ejecutiva, presentada por la señora MARÍA 

NOHEMY CARDONA TORRES través de su apoderado, de la siguiente manera: 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones incoadas por la parte ejecutante en el 

sentido en cómo fueron propuestas, debido a que según lo que se demostrará en el transcurso 

del presente proceso ejecutivo singular, la entidad adelantó los trámites administrativos para 

dar cumplimiento a las sentencias proferidas dentro del proceso primigenio. 

 

Por otro lado, los montos solicitados por la parte ejecutante no corresponden a la deuda real, 

ya que lo pretendido incluye un cobro excesivo de intereses, y por lo tanto existe para la parte 

ejecutada la necesidad de reliquidar la deuda, así como los respectivos intereses considerando 

que, el artículo 192 del C.P.A.C.A. y el Decreto 838 de 2018 refieren la forma en la que se 

deberán liquidar durante el proceso de pago de sentencias judiciales. 

 

Teniendo en cuenta que las sumas de dinero que fueron ordenadas en el mandamiento de 

pago1 contemplan sumas erróneas, me permito interponer RECURSO DE REPOSICIÓN 

contra el auto que libró mandamiento de pago. 

 

 

 

 

 

 
1 Providencia de fecha quince (15) de febrero del año 2022 notificada por correo electrónico el veintiuno (21) del mes y año (2022). 



 

 

 

1. COBRO INDEBIDO DE SUMAS POR PRESTACIONES SOCIALES E 

INTERESES 

 

Antes de desarrollar el presente recurso de reposición, es preciso aclarar que, esta apoderada 

no discute los conceptos que deben ser objeto de liquidación dentro del presente proceso 

ejecutivo, sin embargo, si discute la forma en que ellos fueron liquidados y presentados al 

juzgado por el apoderado dentro de la demanda ejecutiva, lo cual significó que, el juzgado 

incurriera en el yerro de ordenar su pago sin observar que, dichas sumas presentan errores 

técnicos en su liquidación, veamos: 

 

1.1. ERRORES TÉCNICOS EN LA LIQUIDACIÓN DE LAS PRESTACIONES 

SOCIALES RECONOCIDAS EN SENTENCIA JUDICIAL  

 

Al respecto, se debe indicar que, una vez elaborada la liquidación de la entidad, conforme a 

las indicaciones realizadas en las sentencias judiciales, se tiene que, la suma a reconocer a la 

señora MARÍA NOHEMY CARDONA TORRES es de DIECIOCHO MILLONES 

QUINIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL QUINIENTOS DOCE PESOS 

($18.552.512.oo) M/CTE discriminados en la liquidación adjunta al recurso de reposición y 

resumidos en el siguiente recuadro: 

 

TOTAL A FAVOR DEMANDANTE 
POR INDEXACION DE 

PRESTACIONES 

TOTAL A FAVOR 
DEMANDANTE POR 

INTERESES 

TOTAL EN CONTRA DE 
DEMANDANTE POR APORTES 

A SEGURIDAD SOCIAL 

 $ 14.840.112   $ 1.375.972   $ (1.237.400) 

   

   

   

SEGURIDAD SOCIAL A CARGO 
DE LA SUBRED   

 $ 3.712.400    

   
* Valor ajustado conforme la liquidación efectuada por la entidad de conformidad con la tabla anexa al recurso. 

 

En la lectura de la sentencia del 25 de febrero de 2019 en la cual se realizó la audiencia de 

pruebas del artículo 181 del C.P.A.C.A. se indicó: 

 

“(…) Tercero: Como consecuencia de las anteriores declaraciones y a título de 

restablecimiento del derecho se CONDENA a la SUBRED INTEGRADA DE 

SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E. HOSPITAL SAN BLAS- a 

reconocer y pagar a favor de la demandante MARIA NOHEMI CARDONA TORRES, 

quien se identifica con cedula No 52.193.486, las prestaciones sociales ordinarias o 

de carácter legal, exclusivamente (se excluyen los derechos extralegales), durante el 

periodo comprendido entre el 03 DE OCTUBRE DE 2014 y el 31 DE JULIO DE 

2016, liquidadas conforme a los honorarios devengados en el contrato de prestación 

de servicios suscrito entre las partes y por el tiempo de duración del contrato de 

prestación de servicios ejecutado (sin prescripción alguna) en la proporción que 

legalmente corresponda al empleador y trabajador, conforme en lo expuesto en la 

parte motiva obrante en la videograbación. 

 

Cuarto: Los valores a pagar deberán ser ajustados utilizando la siguiente formula:  

                                                 R=RH Índice final 

                                                            Índice inicial 

 

Según el cual el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico 

(RH), que es el que corresponde a la prestación social y a la proporción en el aporte 

para pensión, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al 



 

 

consumidor certificado por el Dane (vigente a la fecha de ejecutoria de esta 

sentencia) por el índice inicial (vigente para la fecha en que se debió ejecutarse el 

pago, de cada uno de los derechos reconocidos en la sentencia) 

 

Igualmente, el TRIBUNAL ADMINISTATIVO DE CUNDINAMARCA, Sección Segunda 

Subsección C, del 10 de junio de 2020, estableció: 

 

PRIMERO: Confirmar parcialmente la sentencia impugnada, proferida el 25 de 

febrero de 2019 por el Juzgado 22 Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial 

de Bogotá, en cuanto accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, 

conforme a los argumentos expuestos en este fallo.  

 

SEGUNDO: Revocar el numeral 2 de la parte resolutiva de la sentencia impugnada, 

en cuento declaró la existencia de un contrato realidad entre la señora María 

Nohemy Cardona Torres y el hospital demandado, conforme lo señalado en la parte 

motiva de esta providencia. (…)” 

 

 

Y en la parte motiva de la sentencia se indica: 

 

“(…) De otra parte, la Sala destaca que, aunque se encontraron demostrados los 

elementos de una verdadera relación laboral ente el Hospital San Blas II Nivel E.S.E., 

Subred integrada de servicios de salud Centro Oriente E.S.E. y la actora, durante la 

vigencia de los contratos de prestación de servicios, esto es del 03 de octubre de 2014 

al 31 de julio de 2016, que conllevan al reconocimiento y pago de los derechos 

laborales bajo la égida del artículo 53 Constitucional, tal circunstancia no le otorga 

a la demandante la calidad de empleada pública durante dicho lapso, habida cuenta 

que, para ello se requiere que la vinculación sea mediante una relación legal y 

reglamentaria, esto es mediante acto administrativo de nombramiento  y posesión 

puesto que conforme al artículo 122 de la Carta, no hay empleo público que no tenga 

funciones detalladas en la ley o reglamento y para proveer los carácter remunerado, 

se requiere que estén contemplados en la respectiva planta y previstos sus 

emolumentos en el presupuesto correspondiente, además, dice la norma de normas, 

Ningún servidor público entrará a ejercer su cargo sin prestar juramento de cumplir 

y defender la Constitución y desempeñar los deberes que le incumben. (…)”  

 

 

Visto lo anterior, no resulta procedente ordenar a la entidad ejecutada al pago de 

CINCUENTA Y SEIS MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL 

TRESCIENTOS  TREINTA Y OCHO PESOS ($56.383.338) M/CTE toda vez que, tal 

suma resulta ser exagerada, siendo adeudado por la entidad y por este concepto la suma de 

DIECIOCHO MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL CIENTO 

DOCE PESOS ($18.552.112) M/CTE, los cuales se derivan de la sumatoria de conceptos 

reconocidos en las sentencias judiciales, sin que se pueda pasar por alto que, en dicha suma 

se encuentran incluidos los valores a pagar por concepto de aportes a seguridad social 

(aportes a pensión) por un valor de TRES MILLONES SETECIENTOS DOCE MIL 

CUATROCIENTOS PESOS ($3.712.400) M/CTE (a cargo de la entidad) los cuales, según 

la múltiple jurisprudencia, deben consignarse al respectivo fondo de pensiones al cual se 

encuentre afiliada la ejecutante. 

 

Sobre este punto, quisiera indicar que con el fin de garantizar total claridad al momento 

de librar mandamiento de pago y salvo mejor criterio, el Juzgado previo a pronunciarse 

sobre la solicitud elevada en la demanda ejecutiva, debió verificar sí la liquidación presentada 

por la parte ejecutante y la forma en la que fueron presentadas las pretensiones de la demanda 

se ajustaban o enmarcaban a lo reconocido en el título ejecutivo, teniendo en cuenta el juez 

debe velar porque la orden dentro del mandamiento de pago sea totalmente clara. Para ello, 

el legislador facultó a los jueces para que, presentada la demanda ejecutiva, puedan ordenar 

el pago en la forma en la que consideren se deba cumplir con la obligación. 

 

Señala el artículo 430 del C.G.P. (aplicable por remisión expresa del C.P.A.C.A.) que: 



 

 

 

“Artículo 430. Mandamiento ejecutivo. Presentada la demanda acompañada de 

documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al 

demandado que cumpla la obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en 

la que aquel considere legal. 

 

Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso 

de reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia 

sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. 

En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o 

declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la 

ejecución, según fuere el caso. (...)” (Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 

Lo anterior, para señalar que, si bien la suma a reconocida a nombre de la señora MARÍA 

NOHEMY CARDONA TORRES se debe efectuar a la liquidadas conforme a los 

honorarios devengados en el contrato de prestación de servicios suscrito entre las partes y 

por el tiempo de duración del contrato de prestación de servicios ejecutado, no como lo 

realiza el apoderado de la demandante conforme a una certificación de asignaciones salariales 

para el cargo de enfermero código 242 grado 3, vigencias 2014  a 2016, confirmado por la 

sentencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en el cual expreso tal circunstancia 

no le otorga a la demandante la calidad de empleada pública durante dicho lapso, habida 

cuenta que, para ello se requiere que la vinculación sea mediante una relación legal y 

reglamentaria. Con ello queda claro que existe una diferencia ostensible en realizar la 

liquidación bajo criterios distintos y no ordenados en ninguna de las sentencias de primera y 

segunda instancia, y como fue ordenado en el mandamiento de pago objeto de recurso. 

 

Además, de ello la liquidación presentada por el apoderado liquido prestaciones aun no 

causadas a favor de la demandante MARÍA NOHEMY CARDONA TORRES, de acuerdo a 

la normatividad vigente, verbigracia las vacaciones y la bonificación por servicios se 

reconoce y paga una vez el empleado haya prestado sus servicios un año continuo. 

 

Igualmente, para la vigencia del año 2014 las únicas prestaciones sociales que se debieron 

liquidar en esa vigencia es la prima de navidad, cesantías e intereses de las mismas, pero no 

todos los conceptos que abarco la liquidación presentada, no se puede calcular prima 

semestral porque la misma se causa en junio de cada vigencia. 

 

1.2. ERRORES TÉCNICOS EN LA LIQUIDACIÓN DE INTERESES 

MORATORIOS RECLAMADOS EN LA DEMANDA EJECUTIVA 

 

En relación con el valor que fue ordenado dentro del mandamiento de pago por concepto de 

intereses moratorios, debo precisar que, los mismos no resultan ajustarse a los preceptos 

establecidos en el artículo 192 y 195 del C.P.A.C.A. y el Decreto 838 de 2018, pues en dichas 

normas se definen unas reglas para su liquidación y reconocimiento así: 

 

Refiere el artículo 192 del C.P.A.C.A.: 

 

“ARTÍCULO 192. CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS O CONCILIACIONES 

POR PARTE DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS. Cuando la sentencia imponga 

una condena que no implique el pago o devolución de una cantidad líquida de dinero, 

la autoridad a quien corresponda su ejecución dentro del término de treinta (30) días 

contados desde su comunicación, adoptará las medidas necesarias para su 

cumplimiento. 

 

Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de 

una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados 

a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario 

deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada. (…) 

 

Cumplidos tres (3) meses desde la ejecutoria de la providencia que imponga o 

liquide una condena o de la que apruebe una conciliación, sin que los beneficiarios 



 

 

hayan acudido ante la entidad responsable para hacerla efectiva, cesará la 

causación de intereses desde entonces hasta cuando se presente la solicitud. (…)”. 

(Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 

A su turno, el artículo 195 del C.P.A.C.A. refiere: 

 

“ARTÍCULO 195. TRÁMITE PARA EL PAGO DE CONDENAS O 

CONCILIACIONES. El trámite de pago de condenas y conciliaciones se sujetará a las 

siguientes reglas: 

 

1. Ejecutoriada la providencia que imponga una condena o apruebe una 

conciliación cuya contingencia haya sido provisionada en el Fondo de 

Contingencias, la entidad obligada, en un plazo máximo de diez (10) días, 

requerirá al Fondo el giro de los recursos para el respectivo pago. 

2. El Fondo adelantará los trámites correspondientes para girar los recursos a la 

entidad obligada en el menor tiempo posible, respetando el orden de radicación 

de los requerimientos a que se refiere el numeral anterior. 

3. La entidad obligada deberá realizar el pago efectivo de la condena al 

beneficiario, dentro de los cinco (5) días siguientes a la recepción de los recursos. 

4. Las sumas de dinero reconocidas en providencias que impongan o liquiden una 

condena o que aprueben una conciliación, devengarán intereses moratorios a 

una tasa equivalente al DTF desde su ejecutoria. No obstante, una vez vencido 

el término de los diez (10) meses de que trata el inciso segundo del artículo 192 

de este Código o el de los cinco (5) días establecidos en el numeral anterior, lo 

que ocurra primero, sin que la entidad obligada hubiese realizado el pago 

efectivo del crédito judicialmente reconocido, las cantidades líquidas 

adeudadas causarán un interés moratoria a la tasa comercial. (…)” (Negrilla y 

subrayado fuera de texto) 

 

Así, conforme a lo anterior se debe considerar que el reconocimiento de intereses debe 

sujetarse a las siguientes situaciones: 

 

1. La sentencia de 2º instancia se profirió el 10 de junio de 2020. 

2. Como consecuencia de la pandemia por el COVID-19 (Coronavirus) generada en el 

país, el Consejo Superior de la Judicatura mediante el ACUERDO PCSJA20-11516 

de fecha doce (12) de marzo de 2020, declaró la urgencia manifiesta para el control 

y contención del contagio del virus en la Rama Judicial, procediendo mediante el 

ACUERDO PCSJA20-11517 de fecha quince (15) de marzo de 2020 a suspender los 

términos judiciales en todo el país a partir del dieciséis (16) y hasta el veinte (20) de 

marzo de 2020, términos que se reanudaron el primero (1º) de julio del año 2020. 

3. La suspensión también aplicó a los trámites administrativos para el pago de sentencias 

judiciales por parte de las diferentes entidades. 

4. La parte interesada presentó la solicitud de pago de sentencia el veinticuatro (24) de 

marzo de dicho año (2021).  

5. Según lo previsto en el artículo 192 del C.P.A.C.A., la entidad contaba con un plazo 

de diez (10) meses para el pago de la sentencia judicial. 

6. De conformidad con lo previsto en el artículo 195 del C.P.A.C.A. durante el plazo 

referido en el numeral anterior, se liquidan intereses al DTF. 

7. Una vez vencido el plazo de diez (10) meses, sí podrán liquidarse los intereses 

moratorios. 

 

Lo anterior, se ve resumido en el artículo 6 del Decreto 838 de 2018 cuando señala: 

 

“Artículo 6. Liquidación de intereses. Para la liquidación de intereses moratorios de 

providencias judiciales y decisiones extrajudiciales se deben tener en cuenta lo 

dispuesto en los artículos 192 a 195 de la Ley 1437 de 2011 y en las Circulares 

Externas Nos. 10 y 12 de 2014, expedidas por la Agencia Nacional Jurídica del Estado, 

o las normas que las sustituyan.”  (Negrilla y subrayado fuera del texto.) 

 



 

 

En ese orden de ideas, y teniendo en cuenta la forma en la que se deben liquidar los intereses, 

la orden contenida en el mandamiento de pago resulta ser desproporcional y excesiva. 

 

Además, se adjunta con el recurso la liquidación realizada por la entidad y socializada el 16 

de diciembre de 2021, con el apoderado de la demandante MARIA NOHEMY CARDONA 

el cual CONDONA los intereses por valor de UN MILLÓN TRESCIENTOS SETENTA Y 

CINCO MIL NOVECIENTOS SETENTA Y DOS PESOS (1.375.972) “y expresa 

conformidad con el valor de la sentencia.” 

Así mismo manifiesta que desistirá del proceso ejecutivo con la condición que se cancele 

esta sentencia antes de terminar la vigencia. 

 

La sentencia fue PAGADA por la Subred Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente 

según la liquidación efectuada y la socialización realizada al apoderado de la demandante Dr. 

ANDRES FELIPE LOBO P. de conformidad con el valor de la sentencia. Se adjunta el acta 

de fecha 16 de diciembre de 2021, Resolución No 1026 del 20 de diciembre de 2021 y 

comprobantes de egresos de fechas 28 y 30 de diciembre de 2021 (4 folios)  

 

PRUEBAS 

 

Solicito señor (a) Juez, se tengan como prueba las aportadas con la demanda, tales como: 

 

1. Liquidación realizada por la entidad. 

2. Acta de fecha 16 de diciembre de 2021. 

3. Resolución No 1026 del 20 de diciembre de 2021. 

4. Comprobantes de egresos de fechas 28 y 30 de diciembre de 2021 (4 folios)  

ANEXOS 

 

• Los relacionados en el acápite de pruebas documentales.  

• Poder debidamente conferido por la Gerente de la SUBRED INTEGRADA DE 

SERVICIOS DE SALUD CENTRO ORIENTE ESE 

 

NOTIFICACIONES 

 

Las recibiré en la Diagonal 34 No 5-43 de esta ciudad, al número de celular: 314-4735659, 

Correo electrónico: katherinmartinezr@yahoo.es,  

notificacionesjudiciales@subredcentrooriente.gov.co  

 

 

Del Señor Juez, cordialmente, 

 

 

 

KATHERINE MARTÍNEZ RUEDA 

C.C. No. 63.539.232 de Bucaramanga 

T.P. No. 158.398 del Consejo Superior de la Judicatura 

 

mailto:katherinmartinezr@yahoo.es
mailto:notificacionesjudiciales@subredcentrooriente.gov.co

























































